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sidad española para poner de manifiesto la necesidad de algunos cambios 
que revitalicen la universidad pública en España despojando a la 
burocracia docente del poder que en la actualidad tiene y devolviendo 
la universidad a la sociedad civil, para ello voy a seleccionar las que 
considero características principales que permitan explicar el relati- 
vo éxito o fracaso de la universidad española. 

Hinderheimer (1992) sitúa diversos sistemas políticos en la 
dimensión centralización-descentralización, para poner de manifiesto 
la interrelación entre las instituciones de gobierno y la estructura de 
acceso a las universidades. Las universidades norteamericanas, apa- 
rentemente, toleran mayores variaciones en la calidad de la ense- 
ñanza que universidades europeas como por ejemplo la suiza, si tomamos 
como indicador la variación de los umbrales de entrada que se exi- 
gen para entrar en las diferentes universidades. La universidad ale- 
mana representaría un modelo intermedio, pero mostrando aún ma- 
yor uniformidad que el caso americano. Tanto España como Alemania 
apenas tienen universidades privadas, mientras que en Estados Uni- 
dos, en los años 80, alrededor de una cuarta parte de los estudiantes 
lo eran de instituciones privadas. Las universidades públicas en Alemania 
y en España casi monopolizan el número total de estudiantes, 
Heinderheimer razona que existen "una serie de factores comunes 
que subyacen a las razones por las que Alemania o Suiza apenas tienen 
universidades privadas, y que contrastan con las fuerzas subyacen- 
tes al desarrollo de instituciones privadas en Estados Unidos o en 
Japón. En gran parte de Europa, la competencia y la lucha entre el 
Estado y la Iglesia condujo a sistemas universitarios contemporá- 
neos, principalmente seculares y en forma de monopolio público" 
(Heinderheimer 1992, p.928). 

La universidad pública en Europa puede entenderse como par- 
te de la moderna nación-estado secularizada. Es por ésto por lo que 
también puede explicarse la política uniforme de becas y ayudas a 
los estudiantes en la antigua RFA, la ayuda recibida por los estu- 
diantes "se situaba en 1982 en un nivel uniforme de 510 marcos al 
mes" (Heinderheimer, 1992, p.930), o en España, donde los estu- 
diantes universitarios pagan igualmente tasas uniformes y bajas (García 
Garrido, 1992). 

La relativa masificación educativa que tuvo lugar en los años 
60 y 70 en muchos países produjo la expansión de la educación superior. 
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Se crearon nuevas universidades o facultades en zonas que habían 
estado previamente infradotadas. Como consecuencia de ello, "las 
diferencias interregionales en la densidad de graduados y estudian- 
tes declinaron... (pero al mismo tiempo) la mayor parte de los estu- 
diantes han asistido a universidades locales, y luego a menudo han 
permanecido en la región después de licenciarse. La igualación 
interregional se vio acompañada por cierto incremento del 
parroquialismo relativo de las universidades, y especialmente de sus 
cuerpos de estudiantes" (Heidenheimer, 1992, p.931). 

Las pautas de reclutamiento del profesorado varían entre los 
países. "En los dos sistemas federales europeos más grandes, el ses- 
go regional en el reclutamiento del profesorado ha disminuido, así 
sucede en el grueso de los cuerpos profesorales de Alemania y América 
donde tanto las universidades públicas como privadas reclutan a nivel 
nacional. Sin embargo, en Suiza, las universidades cantonales están 
todavía inmersas en sus culturas locales; en algunas de ellas, tanto 
los estudiantes como el personal son predominantemente nativos, no 
sólo respecto del lenguaje de la región, sino respecto al cantón 
(Heidenheimer, 1992, p. 931). El parroquialismo en el reclutamien- 
to del profesorado es también muy acentuado en España (García Garrido, 
1992, p. 670). Como resultado de todo ello se han erigido barreras 
entre las regiones que han desincentivado aún más la ya escasa movilidad 
entre regiones de los profesores. 

Las características del sistema político influyen en la configu- 
ración de las instituciones de un país. Los sistemas altamente cen- 
tralizados, tales como Francia y España han creado jerarquías dentro 
de sus sistemas de educación superior, "mientras que los sistemas 
descentralizados y federales generaron más fácilmente centros de 
prestigio académico competitivos, que también se situaban en diversas 
regiones del país" (Heidenheimer, 1992, p. 931). 

La tesis que defiendo en este trabajo es que la ciencia no ne- 
cesita tal tipo de jerarquía burocrática, si esta jerarquía existe tiene 
que ser por otras razones. Una hipótesis plausible en el contexto del 
que hablamos vendría dada por la necesidad de gestionar la univer- 
sidad de masas. El problema es qué lugar se le deja a la ciencia en 
ese proyecto político de extensión de la educación superior. De acuerdo 
con Heidenheimer, "la tesis de Ben-David/Zloczower, que los prin- 
cipales sistemas nacionales descentralizados y competitivos condu- 
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cen más fácilmente al progreso científico que los sistemas centrali- 
zados y no competitivos, sigue siendo la hipótesis más poderosa en 
la sociología comparativa de la ciencia" (Heidenheimer, 1992, p 
932). 

En la Italia de finales de los años 70 las jerarquías burocráti- 
cas adoptan una configuración especial en la educación superior, "toda 
la esfera de la educación superior está organizada como un sector 
administrativo cuasi-autónomo respecto del Ministerio. Este sub- 
gobierno está a su vez formalmente truncado en el punto en que el 
centro se liga a la base y el poder y el rango se reintroducen para 
controlar los subdominios... el resultado es una estructura extrema- 
damente balcanizada en los niveles operativos del sistema nacional. 
Las numerosas pequeñas pirámides con jefes locales a la cabeza no 
tienen los controles y responsabilidades que son normales en las 
pirámides unitarias (Moscati, 1991, p. 95). 

Desde la unificación en 1860, la universidad ha estado bajo la 
dirección del ministro de educación en una estructura centralizada 
semejante al modelo napoleónico: "La estructura universitaria tomó 
la forma de una pirámide, compuesta, de arriba a abajo, de a) el ministro 
de educación... b) la dirección de educación superior dentro del 
ministerio... c) los rectores de universidad; d) los decanos de facul- 
tades... e) los directores de departamentos y de institutos universita- 
rios; f) profesores con un status de funcionario o fijos; g) varios niveles 
de profesores y ayudantes contratados..." (Moscati, 1991, p. 95). "La 
idea de una cadena vertical de autoridad que emana desde el vértice 
de la pirámide de poder se atenuaba de alguna manera por los pro- 
cesos de elección internos. Los rectores y los decanos no eran elegi- 
dos desde arriba. Eran elegidos desde abajo, por los profesores con 
un status fijo, y aún es así...La segunda contradicción emerge del 
predominio de una autoridad colegial, expresada específicamente en 
el principio de elección por los iguales, y en la forma de fuertes cuerpos 
colegiales, en el nivel universitario...” (Moscati, 1991, pp. 95-97). 

Posteriormente, una nueva ley modificó esta estructura susti- 
tuyendo la estructura colectiva, el departamento, por la unidad indi- 
vidual de la cátedra, pero dejando otras características sin modifi- 
car; Moscati concluye que la universidad italiana permanece aislada: 
"islas de eficiencia y alta calidad en medio de un mar de medicocridad... 
los estudiantes que viven en regiones menos desarrolladas (particu- 
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larmente en el sur)... se ven cada vez más afectados por el declive 
de las universidades periféricas... mientras que en las grandes ciu- 
dades se desarrolla una demanda cada vez mayor de saberes exper- 
tos. Esto hace que los catedráticos y los investigadores se queden 
allí donde el "mercado" les reporta mayores recompensas. Un nú- 
mero cada vez mayor de catedráticos univesitarios pasan la mayor 
parte del tiempo lejos de sus universidades... todavía está por ver 
qué coalición de intereses y fuerzas tendrán el poder para encami- 
nar el futuro de la educación superior en un sentido ilustrado" (Moscati, 
1991, 106-107). 

En 1979, en Francia, una ley presentada por el ministro de 
educación, Sr. Savary, "desplazó la mayoría favorable en los conse- 
jos de universidades desde los catedráticos a los no-catedráticos... 
Los gritos de angustia que produjo este giro hacia “la democracia 
participativa” fueron altos y duraderos y tuvo como resultado que 
muchas universidades se negaran a aplicarla, para sorpresa del le- 
gislador(...) La ley presentada por Alain Devaquet en 1986 prentendía 
corregir algunos de los aspectos menos aceptables... a través de una 
adaptación de la misma en la dirección opuesta, reforzando, una vez 
más, los poderes de los catedráticos, incrementando el número de 
los representantes no-catedráticos en los consejos de universidades.... 
El equilibrio técnico entre los diferentes rangos, públicos y partes 
interesadas ha servido para politizar aún más una institución ya bas- 
tante conocida por su profunda implicación política" (Neave, 1991, 
18). 

La necesidad de hacer frente a las necesidades de las indus- 
trias francesas a un nivel regional obliga a "revisar las estructuras 
de gestión a nivel institucional de tal manera que tengan la flexibi- 
lidad interna necesaria para atender a esas prioridades" (Neave, 1991, 
73). Una de las soluciones ideadas por las autoridades francesas ha 
sido el desarrollo de un sistema contractual de financiación basado 
en los logros, pero esta medida es insuficiente en ausencia de la creación 
de laestructura de gestión correcta para llevar a cabo esos contra- 
tos, es decir de una gestión profesional, que cambie la actual ges- 
tión política y desprofesionalizada (Trincado Aznar 1994). Neave 
cree que existe un consenso tecnocrático para la disminución del peso 
de la política pero una falta de acuerdo entre los distintos rangos 
académicos. Esto es comprensible porque la participación crea opor- 
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tunidades para los catedráticos, concebidos como gestores no profe- 
sionales, que en realidad sustituyen con su estilo político las cuali- 
dades gestoras de las que carecen. Un punto de vista similar es el 
que encontramos en Radnitzky cuando argumenta que: "En Alema- 
nia occidental, la retórica de las fuerzas “progresistas” ha atacado al 
“elitismo”, esto es, a la calidad, y ha recomendado la democratiza- 
ción. Esta retórica ha sido instrumental en la creación de una nueva 
estructura administrativa, la llamada “Gruppenuniversitát” o univer- 
sidad de departamentos, en la cual, el proceso de toma de decisio- 
nes se sitúa en manos de los delegados de varios grupos de interés, 
y la libre determinación y la responsabilidad individual se ve susti- 
tuida por la participación (Mitbestimmung). Los recursos han sido 
concentrados mediante el establecimiento de una especie de sistema 
de “koljozes” (Mitbestimmung) que ha sustituido a las facultades 
tradicionales. El resultado ha sido la creación de universidades como 
lugares donde los “consumidores” (estudiantes) no compran, los “pro- 
ductores” (profesorado) no venden, y los “propietarios” (accionistas, 
consejos de estado) no controlan”. (Radnitzky, 1991, p 19). 

La década de los sesenta fue testigo en España de un gran aumento 
del número de estudiantes universitarios: "En sólo los ocho años que 
van desde 1960 a 1968, su número aumentó de 81.721 a 176.428... 
a principios de los noventa, [la población universitaria española] se 
sitúa en casi un millón... "(García Garrido, 1992, pp. 664-668). Esta 
población estudiantil española se distribuye de manera desigual en- 
tre las universidades [públicas], encontrándose el mayor número de 
matrículas en la Universidad Complutense de Madrid, y en la Uni- 
versidad Nacional de Educación a Distancia(...) El sector universi- 
tario privado cuenta con sólo alrededor del 7% del total de los estu- 
diantes universitarios, aunque la proporción está aumentando claramente 
(García Garrido, 1992, pp. 668-669)(...) Por término medio, el 70% 
del ingreso de las universidades públicas es aportado por el Esta- 
do(...) (García Garrido, 1992, p. 670). 

Una de las características más destacables de la universidad 
española tiene que ver con el reclutamiento de sus docentes: "los 
profesores tienen status de funcionario público aunque son asigna- 
dos a universidades específicas. La Ley permite el reclutamiento... 
de cierto número de profesores no permanentes...La Ley de 1983 ha 
simplificado también el examen competitivo para los que aspiran a 
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ser profesores de universidad... Los candidatos... pasan una prueba 
administrada por una comisión compuesta por cinco miembros, dos 
de los cuales son designados por la universidad que ofrece el pues- 
to, y tres elegidos mediante sorteo entre los profesores de la espe- 
cialidad del área de conocimiento implicada. Las nuevas pruebas 
introducidas bajo la Ley de 1983 han sido muy criticadas tanto por 
la escasa discriminación que permiten como por las presiones que 
reciben las comisiones para seleccionar al candidato local. Una en- 
cuesta de 1989 llevada a cabo por el Consejo de Universidades mostró 
que aproximadamente el 90 por ciento de los puestos ofrecidos son 
obtenidos por los candidatos locales(...)" (García Garrido, 1990, 
p. 673). 

La estructura organizativa de la universidad en España tiene 
facetas que se asemejan al modelo napoleónico: "Los cuerpos 
pluripersonales y unipersonales que comprenden sus estructura han 
de ser idénticos en todas las universidades públicas" (García Garri- 
do, 1992, p. 671). Entre los primeros tenemos el consejo social, el 
claustro, la junta de gobierno de la universidad, la junta de facultad, 
y el consejo de departamento. El consejo social no tiene competen- 
cias en la elaboración de la plantilla de profesores lo cuál deja de 
hecho muy disminuido su papel. El consejo social fue creado por la 
Ley de Reforma Universitaria de 1983 y es el órgano a través del 
cual, hipotéticamente, la sociedad participa en la universidad. Está 
formado por un tercio de representantes "de los intereses de la so- 
ciedad, legalmente determinados por la correspondiente región au- 
tónoma(...) Los restantes dos tercios están formados por represen- 
tantes de la junta de gobierno, elegidos por estos últimos entre sus 
propios miembros(...) El consejo social puede así ser visto en cierta 
medida como un órgano de control externo, ya que ejerce funciones 
esenciales como la aprobación del presupuesto de la universidad y 
la programación plurianual. El claustro universitario es por un lado 
un Órgano formado en exclusiva por miembros de la universidad, al 
menos tres quintos de sus miembros son profesores, aunque tam- 
bién contiene una parte significativa de estudiantes y de personal no 
académico... Bajo la ley de 1983 los órganos universitarios funda- 
mentales son los departamentos" (García Garrido, 1992, p. 671). 

Bajo la óptica de la teoría de las coaliciones el poder de los 
estudiantes y del personal no-académico no es desdeñable en la medida 
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en que aporten los votos determinantes para la formación de una mayoría 
electoral'. 

La educación superior francesa, italiana y española pueden 
considerarse sistemas centralizados; los gobiernos, por medio de una 
burocracia centralizada, crean una diferenciación vertical. Estos 
gobiernos centralizados han eliminado una serie de mercados que 
en otras latitudes están conectados con la universidad (Ruegg, 1991, 
p. 54-55), en paises descentralizados como EE.UU. las institucio- 
nes de educación superior compiten entre sí en diversos mercados: 
"Los estudiantes tienen las mismas actitudes hacia sus profesores 
que tienen los clientes hacia un vendedor, pagan una matrícula a cambio 
de enseñanza y tutoría. En un segundo mercado, la universidad reci- 
be fondos de fundaciones de investigación públicas y privadas para 
el avance del conocimiento. En un tercer mercado, las universida- 
des compiten por el honor y la reputación que los individuos priva- 


' La medida del poder de un miembro en una colectividad con reglas de deci- 

sión bien definidas viene dada según Shapley-Shubik por la siguiente expresión: 
FW) = Y [(s-1)! (n-s)! / n! ] 9,(S) 
el sumatorio se hace para todos los subconjuntos de la colectividad de los que ¡ 
es miembro, s es el tamaño del subconjunto o coalición S de la que i es miembro, 
n es el tamaño de la colectividad como un todo, y di (S) es 1 si el subconjunto 
S que incluye a í es una coalición ganadora gracias a ¿ pero no lo sería en cam- 
bio si no incluyera a ¿, y vale O en todos los demás casos. 
"En la colectividad total existen n/ diferentes órdenes en los que los miembros 
pueden emitir sus votos. Considerese para cada uno de estos órdenes que cada 
voto es emitido a favor hasta que se obtenga exactamente el número de votos para 
el triunfo de la opción, y a partir de entonces todos los demás se emitan en con- 
tra. Si enumeraramos todas estas secuencias, en cada una en que el voto de un 
miembro es el último positivo podemos llamarle el miembro decisivo. En una 
colectividad con un sistema de votación por mayoría simple con un número im- 
par de miembros, este sería el miembro que emite el voto (N+1)/2. En tanto que 
cada miembro está en esta posición el mismo número de veces, el poder de cada 
uno es 1/n. Si contamos el número de veces que un miembro ¡i está en esta posi- 
ción, y dividimos por el número total de secuencias, esto nos dará la prooporción 
de veces en que él está en posición ganadora. Esta es la medida de su poder, f(N)" 
(Coleman, 1986, p.196). Simétricamente esta es la persona que puede hacer per- 
der a una coalición. Un razonamiento análogo se puede hacer para determinar el 
poder de una colectividad que tiene un voto determinante dentro de otra colecti- 
vidad más amplia. 
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dos son capaces de obtener a través de la dotación de puestos, labo- 
ratorios, bibliotecas, edificios e incluso universidades enteras. También 
hay un mercado en el que las universidades compiten entre sí para 
obtener el más importante de sus recursos, su personal docente(...) 
La competición, por lo tanto, crea diferenciación dentro de la pro- 
pia universidad: la asignación del personal y de los fondos a los 
departamentos, e incluso los salarios de los profesores individuales, 
depende en gran medida de la calidad de su trabajo académico, el 
cual se evalúa regularmente" (Radnitzky, 1991, p. 15). 


II. EL ESTUDIO DE LA UNIVERSIDAD EN EL CONTEXTO DE 
LA TEORÍA DE LA ORGANIZACIÓN 


1. Conceptos centrales en la teoría de la organización: jerarquías 
y mercados 


En torno a los términos plurales de jerarquías y mercados gi- 
ran buena parte de las preocupaciones de la moderna teoría de la 
organización (Stinchcombe 1986, 1990; Williamson 1985, 1991; Perrow 
1990). 

El orden de la sociedad moderna es un orden generado por 
organizaciones. Los individuos se relacionan cotidiana y extraordi- 
nariamente con organizaciones; forman parte de organizaciones; aspiran 
a formar parte de organizaciones; utilizan organizaciones; las sos- 
tienen; las dan prestigio o se lo quitan; los individuos abandonan 
organizaciones; las organizaciones o miembros de ellas expulsan a 
otros miembros, etc. Algunos individuos necesitan los bienes y ser- 
vicios que suministran ciertas organizaciones, otros piensan que esas 
mismas organizaciones son superfluas o incluso dañinas. En resu- 
men vivimos en lo que Perrow ha llamado una sociedad de organi- 
zaciones caracterizada por la generalización del trabajo asalariado, 
las externalidades negativas y el control burocrático-industrial (Perrow, 
1990). 

No obstante la enorme presencia de organizaciones, la reflexión 
no parece estar a la altura de ello. Estamos demasiado inmersos en 
las organizaciones para poder reflexionar sobre ellas; nuestra iden- 
tidad es cada vez más moldeada por organizaciones que no sólo 
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constituyen los límites de nuestra acción al suministrarnos determi- 
nado tipo de oportunidades sino que incluso intentan definir por 
completo nuestra identidad de acuerdo con los estándares que les 
son funcionales. Tampoco le resulta obvio a los individuos cuál es 
la mejor forma de organizar los intercambios y en qué medida cier- 
to tipo de intercambios exigen formas específicas de organización. 

Podemos asumir que se dan intercambios, porque los indivi- 
duos valoran bienes y servicios que no están bajo su control y sí 
bajo el control de otras personas u organizaciones, a quiénes les 
son relativamente menos valiosos, y que están dispuestas a cederlos 
a cambio de otros bienes y servicios. El grado de independencia e 
interdependencia entre las partes que intercambian es variable. Existen 
individuos que se interesan sólo por lo que pueden controlar, aun- 
que resulte anecdótico para obtener sus fines: hay más control sobre 
el televisor que sobre un diputado de carne y hueso, de ahí que sea 
mayor el interés que se presta a la televisión que a la política no 
visible de ese diputado. También es cierto que otros individuos quieren 
controlar todo aquello que afecta a sus intereses. No está claro por 
tanto, en principio, en qué casos se dará la causalidad entre intere- 
ses y control en uno u otro sentido. 

No es en absoluto autoevidente para los individuos hasta que 
punto dependen parcialmente unos de otros o hasta que punto son 
independientes. En algunos casos, como sucede en un grupo de iguales 
basado en el apoyo mutuo y la solidaridad, todos se condicionan 
mutuamente, y esta fuerte cohesión puede a su vez ser un prerrequisito 
para el ejercicio de un poder sobre grupos externos. 

El mercado, entendido como lugar, resulta atractivo para una 
serie de intercambios. Por ejemplo, parece mutuamente beneficioso 
para cualquier comerciante y su cliente realizar una transacción puntual. 
Si el primero roba o engaña en algún sentido, y el mercado es trasparente, 
al segundo le resulta más fácil cambiar de comercio que convencer- 
le. Esta posibilidad de cambiar de pareja nos hace atractivo el mer- 
cado, el mercado en este sentido nos da libertad. 

Cuando realizamos un trabajo a cambio de un salario ya no 
nos resulta tan claro que estemos ante una institución similar que 
pudiéramos llamar "mercado de trabajo"; aunque es notorio que el 
término se emplea, también existe cierto debate sobre cómo 
caracterizarlo y si no es mejor emplear otros términos. De hecho ante 
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el fenómeno de que los individuos recurran a una red de contactos 
personales (Granovetter 1974) existe la tentación de decir que, por 
lo menos para cierta clase de individuos, lo que funciona es la red 
social en la que están inmersos, y no el mercado como algo anóni- 
mo por definición. Si funciona mejor una red de contactos débiles 
es porque suministran una información más adecuada para el inter- 
cambio en cuestión, es decir, no sólo el "mercado de trabajo" no 
suministra información perfecta sino muchas veces ni siquiera in- 
formación suficiente, para realizar un contrato, por ejemplo. 

En realidad esa persona que encuentra trabajo, de una manera 
o de otra va a verse incluida en una organización dónde día a día no 
va a ser tan relevante cómo se incorporó sino su trabajo diario, su 
disciplina laboral, es decir su lugar en la jerarquía burocrática de la 
empresa, y también su lugar en el grupo de los iguales, bajo el do- 
ble prisma de compañeros, de grupo o estamento profesional, y com- 
petidores (por la promoción, si acaso existe "mercado interno de 
trabajo"). 

La realidad parece más compleja; de ahí que no resulte siem- 
pre fácil decir que hay de jerarquía y qué de mercado en los inter- 
cambios concretos intra e inter organizaciones o individuos. Pero 
tampoco resulta fácil decir qué tipo de organización es la más ade- 
cuada de acuerdo con los objetivos de los individuos y los fines 
que estos atribuyen a las organizaciones. 

Si pensamos en términos constructivos parece útil profundizar 
y estudiar las condiciones que hacen posible la existencia de merca- 
dos y jerarquías. 


2. Los fundamentos de las jerarquías y los mercados 


Se puede decir en términos generales que las organizaciones 
consisten en sistemas de información, reglas de decisión e incenti- 
vos. Las reglas se traducen parcialmente en leyes que pretenden regular 
los intercambios de derechos sobre bienes y servicios. Considerare- 
mos primero los aspectos normativos. Pensar el cambio en las orga- 
nizaciones y en la estructura social implica pensar qué instituciones 
pueden generar más oportunidades de vida, lo que supone elaborar 
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una teoría de la acción no-corporativa, como en otro lugar hemos 
propuesto (Sáinz 1992) y en ella el papel que cumplen las normas 
es fundamental. La noción de mercado se opone en un sentido a la 
noción de organización ya que las transacciones al interior de la 
organización están regidas por normas que se oponen literalmente 
al mercado. El sentido común tiende a identificar la palabra merca- 
do con un lugar físico o geográfico. En un sentido general el térmi- 
no mercado se utiliza para hacer referencia a un sistema de organi- 
zaciones relacionadas entre sí que se dedican a comprar, vender, 
transportar, almacenar una determinada clase de bienes. Un modelo 
es una estilización útil para simular una diversidad de fenómenos 
empíricos, por ejemplo el modelo teórico de mercado de competen- 
cia perfecta, o el de mercado de competencia imperfecta. Como tal 
incluye una serie de supuestos, aunque se discute cuales de ellos son 
necesarios y suficientes: información perfecta, homogeneidad del 
producto, ausencia de costes de transacción, etc. Frente a la noción 
de mercado, la de jerarquía supone frente al intercambio idealmente 
libre una restricción en la circulación de bienes, incluido el de in- 
formación. 

Respecto al término jerarquía Enrique Gómez Arboleya reco- 
ge la siguiente definición: "El orden y subordinación que en cual- 
quier República bien ordenada tienen las diversas clases de sujetos 
que la componen" (Reyes 1987). En la jerarquía social las clases de 
sujetos son agregados estadísticos como clases sociales, grupos ocu- 
pacionales, o actores corporativos, agentes corporativos, etc. En la 
jerarquía burocrática o administrativa las clases son posiciones, ofi- 
cios, etc. En el diccionario Larousse se dice que la jerarquía admi- 
nistrativa es "la estructuración realizada entre los distintos órganos... 
por lo que los superiores pueden dirigir y fiscalizar la actuación de 
los inferiores" (Nueva Enciclopedia Larousse, 1985). 

Hay varios autores, por ej. Williamson (1985) que plantean que 
jerarquía y mercado no son más que dos polos de un continuo; o 
que son englobables como diferentes modos de intercambio (Lie, 1992). 
Arthur Stinchcombe (1986) señala que el carácter de las normas que 
definen a las jerarquías burocráticas cambian según se asciende: cambia 
de normas de autoridad a normas fiduciarias. En la cúspide de las 
jerarquías burocráticas tenemos élites o "aristocracias", o en su for- 
ma perversa "oligocracias". 
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Es uno de los propósitos de este trabajo enfocar la universidad 
y las configuraciones organizativas que la caracterizan desde el pa- 
radigma de la economía política constitucional. Bajo este enfoque 
las normas y las reglas merece una atención más detallada a la hora 
de definir las diferentes configuraciones organizativas. Veamos en 
primer lugar algunas definiciones. 

La Enciclopedia Internacional de las Ciencias Sociales bajo la 
voz de norma dice: "Una norma es una regla, un patrón de medida o 
una pauta de acción. Las normas son el patrón en comparación con 
el cual se juzga el comportamiento... la norma es una definición cultural 
del comportamiento deseable" (Williams, en Sills, 1968). 

La Nueva Enciclopedia Larousse refiriéndose a la industria da 
una nueva dimensión de especial interés: "Las normas constituyen 
un conjunto de prescripciones generales que todos los países, al al- 
canzar cierto grado de desarrollo industrial, han establecido con objeto 
de racionalizar la producción". Esta dimensión puede en principio 
parecer ajena, pero se verá que no lo es tanto si consideramos que 
allí dónde hay normas que orientan la conducta, lo cual implica por 
supuesto que se sanciona su cumplimiento o incumplimiento, su 
existencia se asocia con la búsqueda de la calidad, el control de calidad, 
etc. Es decir, con procesos de normalización y estandarización que 
orientan la conducta, la hacen previsible, y permiten la división del 
trabajo. La búsqueda de la calidad total en la gestión implica nor- 
malizar procesos de acción y de toma de decisiones. Por ejemplo, la 
norma británica de gestión de calidad BS 5750 y la norma interna- 
cional ISO 9000 se ha aplicado a la gestión de calidad en las univer- 
sidades inglesas (Doherty, 1993). En todo caso la gestión y la medi- 
da de la productividad requieren la creación de estándares (Brinkerhoff 
1990, p. 67). 

También define la Nueva Enciclopedia el término regla como 
el principio o fórmula sobre la manera en que se debe hacer o está 
establecido que se haga cierta cosa, por ej.: reglas de rumbo y go- 
bierno que determinan que barco ha de maniobrar para sortear a otro, 
según su posición, dirección del viento, sistema de propulsión, etc. 
Igualmente figura en la Enciclopedia Internacional de Ciencias Sociales 
la voz Reglas del juego, aunque se limita a señalar algunas reglas del 
juego informales y no al análisis de las reglas del juego implícitas que 
se encuentran en la carta constitucional de una organización. 
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La consulta de los diccionarios nos aporta una idea interesan- 
te: las normas son estándares que hacen previsible recíprocamente 
la conducta, que generan un contexto para determinadas acciones o 
que impiden determinadas acciones. 

Una concepción precisa de las reglas del juego se encuentra 
en Gardner y Ostrom (1991). Podemos considerar que un juego 
comprende siete elementos básicos que se corresponden con otras 
tantas reglas ejemplares y sus correspondientes reglas que actúan por 
defecto según se puede ver en la tabla 1. 

Veamos algunos ejemplos de las clases de reglas que afectan 
a los juegos: 


1) Las reglas de posición especifican el conjunto de posicio- 
nes y cuantos participantes pueden estar en cada posición. Por ejemplo, 
dada la posición de profesor, alumno, director de departamento, decano, 
miembro de junta de facultad, etc, el número de profesores, votan- 
tes en la junta de facultad, etc. 

2) Las reglas de entrada y salida a las diversas posiciones. Por 
ejemplo, si esas posiciones se asignan mediante algún tipo de vota- 
ción, las reglas de entrada y salida deben dar cuenta de cómo se lle- 
ga a votante o a candidato, cuando se deja de ser lo uno o lo otro. 
En el caso de las universidades, las leyes y los diversos estatutos de 
cada una de ellas establecen este tipo de normas con respecto a 
posiciones como las de director de departamento o decano de facul- 
tad, y también establecen otra serie de reglas con respecto al acceso 
a los diversos cuerpos de profesores que existen en la universidad. 

3) Las reglas de autoridad especifican que conjunto de accio- 
nes se asignan a cada posición en cada nodo del árbol de decisiones 
que constituye el juego. Por ejemplo en la universidad el pleno del 
departamento puede condicionar una serie de decisiones relativas a 
la distribución de la carga docente. 

4) Reglas de agregación que especifican la función de deci- 
sión que habrá de usarse en un nodo particular para alcanzar una 
decisión intermedia o final. Por ejemplo, reglas de decisión que dan 
igual valor a todos los votos —un hombre, un voto— y que se agre- 
gan hasta formar una mayoría simple para alterar una norma. 

5) Reglas de amplitud que especifican el ámbito de aplicación 
de las reglas de autoridad y el rango de resultados que pueden ser 
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Elementos básicos 
de un juego: 


conjuntos de actores 


conjunto de 
posiciones 


acciones asignadas 
a posiciones 
funciones de 


decisión 


resultados 


información 
disponible 


matriz de pagos 


Lo que las reglas 
determinan: 


número de actores 
y actores posibles/ 
posiciones 


acceso y salida de 
posiciones 
restringida 


autoridad legal o 
legítima 


agregación 
predeterminada 


jurisdicción 
interdependiente 
con la autoridad 


información 
adecuada al resto 
de reglas 


pagos 


condicionados 
por las acciones 


Tabla 1 
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Lo que posibilitan 
las reglas que actúan 
por defecto: 


la existencia 
al menos de una 
posición 


cualquier miembro 
tiene acceso O 
salida 


manda la fuerza 
física 


la fuerza física 
determina la 
agregación 


se puede afectar 
físicamente 
cualquier suceso 


cualquier gesto o 
información vía 
cualquier canal 


es posible cualquier 
pago que pueda 
retenerse físicamente 





afectados, incluyendo si los resultados serán intermedios o finales. 
Por ejemplo, mecanismos de reclamación ante decisiones erróneas 
tomadas en nodos de cierto nivel. 
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6) Reglas de información que especifican el tipo de informa- 
ción disponible en cada posición nodal. 

7) Reglas de pagos que especifican qué beneficios y costes 
(sanciones negativas incluidas) se requieren, permiten o prohiben en 
relación con los jugadores, basándose en el conjunto total de accio- 
nes desarrolladas y resultados alcanzados. 


Al analizar las reglas institucionales de un juego tenemos que 
tener en cuenta las configuraciones específicas de reglas en la me- 
dida en que se dan interacciones entre ellas. Podemos asumir que en 
caso de que no se construyan o constituyan instituciones con reglas 
específicas, en caso de que no se haya fundado debidamente una 
institución o una organización nos encontraremos con reglas que operan 
por defecto (Gardner y Ostrom 1991); para cada uno de los tipos 
que acabamos de ver, existiría una regla que actuaría por defecto y 
son, de manera formal, las que a continuación se enumeran: 

Existe al menos un tipo de posición; se permite a cualquier 
miembro entrar o dejar cualquier posición; desarrollar cualquier acción 
físicamente posible en cualquier nodo del árbol de decisión; se per- 
mite a los miembros actuar independientemente. Las relaciones fí- 
sicas presentes en un dominio determinan enteramente la agregación 
de las jugadas individuales en resultados. (Esta es la regla por de- 
fecto que se da en una configuración de reglas en la que sólo existe 
una regla por defecto); se permite a cualquier miembro afectar cual- 
quier estado de hechos que pueda ser físicamente afectado; se per- 
mite a cualquier actor comunicar cualquier información vía cualquier 
canal y lenguaje disposible para el jugador; se permite a cualquier 
miembro o actor retener cualquier resultado que éste pueda física- 
mente obtener y defender. 

Una configuración de reglas en la que operan las reglas por 
defecto descritas es de hecho una operacionalización del estado de 
naturaleza de Hobbes. Existen también otras especificaciones posi- 
bles de las reglas formales del juego que nos describirán un estado 
de corrupción. Por ejemplo, una organización es más vulnerable a 
la corrupción en los nodos de un árbol de decisión donde los actores 
"disfrutan de un poder monopolístico mayor sobre los clientes, tie- 
nen mayor discrección sobre el suministro de un servicio lícito o 
ilícito, y desarrollan acciones que son difíciles de supervisar... Una 
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ecuación estilizada es la siguiente: corrupción = monopolio + discrección 
- responsabilidad". (Klitgaard, 1991, p.225). 

La existencia de un tipo especial de cada una de estas reglas 
que hemos descrito y su concreción real en las organizaciones hace 
que nos encontremos ante configuraciones jerárquicas o de merca- 
do, y ante diversas formas mixtas de unas y otras. Es por ello que 
consideramos fundamental el estudio de las normas e instituciones 
que conforman la universidad para entender su estructura y su diná- 
mica. 


3. Las Universidades públicas y la teoría de los derechos de pro- 
piedad 


El estudio de la Universidad puede hacerse a partir de la teo- 
ría de los derechos de propiedad, campo de estudio que se superpo- 
ne e identifica en mayor o menor medida con la teoría de los costes 
de transacción y la nueva economía política o nueva economía 
institucional. (Eggertsson, 1990). En primer término se describen y 
comparan dos esquemas, por un lado un modelo que llamamos bu- 
rocrático, y por otro un segundo que denominamos de mercado; éstos 
dos modelos conceptuales son esquemas a los que la realidad puede 
acercarse en mayor o menor medida. 

En segundo término consideramos la ecuación propuesta por 
Jensen y Meckling (1979) para las funciones de producción de las 
organizaciones y se especifica parcialmente esta ecuación para la 
universidad española. Esto exige estudiar los derechos de propiedad 
específicos existentes en la sociedad, (F,), es decir las formas de 
contratación, las costumbres, las reglas informales etc., y por otro 
lado la forma organizacional que se ha elegido para la universidad 
española entre el conjunto de formas organizacionales posibles (C). 
Esta forma incluye como su pieza fundamental una estructura de 
participación inspirada en la ley de codeterminación alemana (Pejovich, 
1991). La función de producción que estudiamos tiene la forma si- 
guiente: Q = F, (L, K, M, C: T) 

La organización de la universidad puede responder, en princi- 
pio, a uno de dos modelos: el modelo de gestión burocrática y el 
modelo de gestión empresarial o de mercado. 
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El modelo que predomina en Europa occidental se caracteriza 
por una autoridad compartida entre el profesorado y las burocracias 
de los gobiernos regionales o centrales (Tight, 1992, p.1385). En el 
gráfico 1 podemos ver sus principales elementos. 


UNIVERSIDAD GUIADA POR LA AUTORIDAD 
(EL AGENTE COMO BENEFICIARIO RESIDUAL) 


LA MAYORIA LOS AGENTES 
ASIGNA USOS «a |BuROCRATICOS 
DEL FONDO m=)Y> [ASIGNAN DE FACTO 
COMUN CREADO 


POR EL 
PROFESORADO => CONSEJO SOCIAL SIN 
PODER DE DECISION 


ELECTORADO 
INTERNO 


Gráfico 1 





El agente del grupo corporativo del que se trate es el punto de 
engarce entre la autoridad jerárquica (de arriba a abajo) y la que 
podríamos llamar autoridad corporativista en tanto procede de los 
procesos político-electorales (de abajo a arriba), es decir, el agente 
burocrático o corporativo en tanto cargo académico elegido tiene un 
doble rol y una doble legitimidad, la que obtiene en tanto miembro 
de una burocracia jerárquica académica y la que obtiene en tanto 
representante de órganos colegiales no tradicionales (es decir, que 
incluyen no sólo a los iguales sino, como sucede en España, a estu- 
diantes y personal no-docente). De hecho, la autoridad colegial tra- 
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dicional viene destruida por el predominio de la gestión burocrática 
sobre la gestión profesional en la que estarían interesados los órga- 
nos colegiales puros (es decir formados sólo por el profesorado). 

El modelo que predomina en EE.UU. tiende a situar el poder 
tanto en los académicos como en los fedatarios de la institución; el 
poder que ejerce el gobierno federal o estatal es limitado. Podría- 
mos considerarlo un modelo de mercado según se puede ver en el 
gráfico 2. 


UNIVERSIDAD GUIADA POR EL PRODUCTO 
(EL ESTADO COMO BENEFICIARIO RESIDUAL) 


MERCADOS CONSEJO SOCIAL 
EXTERNOS COMO CONSEJO DE 
ASIGNAN USOS ADMINISTRACION, 
DEL FONDO FEDATARIOS DE LA 
COMUN INSTITUCION 


ELECTORADO 
EXTERNO 


Gráfico 2 





Una comparación de estos dos esquemas nos permite plantear 
algunas diferencias importantes. En primer lugar ha de notarse que 
los agentes corporativos ocupan el lugar de los directivos profesio- 
nales que forman parte del consejo de administración formado por 
los fedatarios de la institución; un agente corporativo puede ser un 
buen directivo pero parece que es más bien la excepción y ello por 
la razón que detallamos a continuación. En efecto, el electorado interno 
sustituye al electorado externo en el modelo burocrático y, desde 
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ciertos puestos académicos, está en situación de afectar el fondo común 
de producción científica que crea y mantiene el conjunto del profe- 
sorado. La imperfección del modelo burocrático (intrínseca o en su 
implantación) no concibe el saber organizacional como saber espe- 
cializado, supone por el contrario que cualquiera vale para cumplir 
una función directiva. En ese sentido politiza la gestión porque su- 
pone a todo profesor capacitado por el mero hecho de serlo, o peor 
aún, por su antigúedad en el escalafón, con independencia de su cua- 
lificación técnica como gestor tal y como la determinaría un consul- 
tor externo a la organización. En cambio en el modelo de mercado 
la influencia de los mercados en el uso del fondo común es mucho 
mayor. De esta manera el mercado de directivos por ejemplo, man- 
tendría cierto control de calidad sobre los directivos de cada institu- 
ción. El modelo burocrático tiene un consejo social como organis- 
mo de engarce entre la universidad y la sociedad, mientras que el 
modelo de mercado tiene un verdadero consejo de administración, 
el consejo de fedatarios ("board of trustees") o consejo de regidores 
("board of regents") con la función de conexión y moderación de 
las demandas hechas en una u otra dirección: de la sociedad a la 
universidad y viceversa de la universidad a la sociedad. El consejo 
de administración actúa como filtro de las demandas sociales que se 
hacen a la universidad y viceversa, como filtro de las demandas que 
los profesores hacen a la sociedad. 

Los miembros del consejo de fedatarios tienen funciones di- 
rectivas y de evaluación de proyectos: clarifican los objetivos de la 
institución, nombran, apoyan y asesoran al rector o presidente de la 
universidad, aseguran una planificación efectiva y a largo plazo; 
gestionan los recursos; aprueban el presupuesto y la programación 
educativa; preservan la autonomía institucional; sirven como tribu- 
nal de apelación y supervisan la ejecución de los directivos y otros 
cargos académicos de la institución, así como la ejecución de los 
propios miembros del consejo de fedatarios (Gade 1992, pp.1498 y 
1499). En el modelo de mercado el fondo común creado por el pro- 
fesorado pertenece a la comunidad científica como propiedad co- 
mún (res communes) que lo administra directa e indirectamente a 
través de instituciones intra, inter y extrauniversitarias. Eventualmente 
el estado regula e interviene en la medida en que aporta algunos de 
los recursos necesarios para la producción científica y la prestación 
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del servicio de enseñanza en tanto que este es un bien público y estos 
tienden a ser suministrados mediante una gestión que da libre acce- 
so a todos los usuarios potenciales. 

En todo caso la propiedad estatal (res publica) puede ser am- 
bigua y ser gestionada de forma tal en que se permita el libre acceso 
(convirtiéndola de facto en un bien libre —res nullius—)?. Eventual- 
mente puede tener limitado el acceso parcialmente subsistiendo la 
libre apropiación de su fondo de recursos. La propiedad estatal se 
intenta articular con la propiedad común creada por la comunidad 
científica (reputación institucional, bases de datos públicas, etc.) en 
instituciones como la universidad pública. El ciudadano como "ac- 
cionista” o a través de sus representantes parece ser, en principio, el 
beneficiario residual de la institución universitaria y hasta cierto punto 
los propios científicos directa o indirectamente en tanto ciudadanos. 
Pero esto no es así en el modelo burocrático ya que el beneficiario 
residual es interno a la institución universitaria y no se corresponde 
con una ciudadanía que está segregada en muchos aspectos de la 
institución universitaria. Podemos concluir parcialmente que los intereses 
internos de la institución están sobrerrepresentados en el modelo 
burocrático a no ser que aceptemos que están subrrepresentados en 
el modelo de mercado. En todo caso el modelo de mercado parece 
respetar más la propiedad común del profesorado y su autoridad colegial 
mientras que el modelo burocrático no respeta la propiedad común 
del profesorado que requiere la autoridad colegial, entre otros ele- 
mentos, para ser gestionada. Esta idea es expresada claramente por 
Coleman cuando señala que "la capacidad de responder a los intere- 
ses de los empleados y propietarios no implica en absoluto capaci- 
dad de responder a otros intereses, tales como los de los clientes y 


2 De esta manera se pueden dar hechos insólitos como que un alumno o alumna 
venga con su pareja a clase sin mediar permiso de ningún tipo; que las instalacio- 
nes comunes sean ocupadas por personal ajeno a la institución pero que guarda 
alguna relación privada con alguno de los profesores, los actos de vandalismo e 
impropios como quemar papeleras en los pasillos y jugar al fútbol en el hall, o 
pura y simplemente los robos de equipos informáticos y otro material auxiliar para 
la enseñanza e investigación. 
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vecinos. De hecho, puede que haga menos probable que la empresa 
apoye aquellas actividades (tales como una orquesta sinfónica) que 
son de poco interés para la mayoría de los trabajadores si estos son 
gobernados vía codeterminación" (Coleman, 1990, p.565). 

La actual regulación de la participación en la universidad es- 
pañola no construye de forma satisfactoria la atmósfera que la co- 
munidad científica necesita porque al mezclar diversos estamentos 
en los órganos colegiados destruye la autoridad colegial del profe- 
sorado. En efecto, la Ley de Reforma Universitaria hace una distri- 
bución de los derechos que favorece indirectamente la vocación gestora 
de algunos profesores amparados en diversos órganos "participados" 
por el estamento estudiantil y el llamado personal de administración 
y servicios. Lo que nos interesa sin embargo es si el modelo buro- 
crático, con sus mecanismos de participación, es relativamente más 
o menos productivo. Existe alguna evidencia empírica que favore- 
cería la hipótesis más pesimista (Mccormick $ Meiners 1988). No 
obstante, nuestro propósito fundamental en este apartado es teórico 
y pretendemos poner énfasis sobre la importancia que tiene la legis- 
lación en la calidad y volumen de producción de bienes y servicios 
educativos y de investigación; las constricciones normativas pueden 
ser determinantes ya que, en palabras de North: "Si las organizacio- 
nes(...) dedican sus esfuerzos a la actividad improductiva, las 
constricciones institucionales han suministrado la estructura de in- 
centivos para tal actividad" (North, 1990, p.110). 

Cabe distinguir dos fuentes de autoridad en las universidades 
de Europa occidental: la burocrática y la colegial (o profesoral, esto 
es, procedente de los profesores en tanto iguales). En EE.UU. el peso 
de la sociedad civil sustituiría la autoridad burocrática por la auto- 
ridad que emana de los fedatarios de la institución y de los cuerpos 
colegiales. En cambio en Europa la autoridad burocrática, aún im- 
perfecta, no está controlada por la sociedad civil. Pues bien, resulta 
sorprendente ver cómo se puede intentar combinar la jerarquía con 
su lógica burocrática (weberiana) y la colegialidad que requiere la 
universidad. De hecho podemos anticipar que no se combinan tales 
lógicas sino que, en Europa (y en universidades periféricas de otros 
continentes) la autoridad burocrática destruye la autoridad colegial 
apoyándose en el corporativismo, para ello crea una estructura de 
participación que da cabida a los grupos de interés internos a la ins- 
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titución. La participación, en este caso, es expresión del corporati- 
vismo como ideología profesional. Este neocorporativismo sustitu- 
ye la vieja autoridad colegial por la autoridad de los grupos de inte- 
rés internos a la institución. La institución queda así convertida en 
terreno fértil para las políticas populistas que interpretan cualquier 
crítica a esta participación corporativista como enemiga de la de- 
mocracia. 

Existen varias razones por las que la autoridad colegial se necesita. 
Seguramente la más importante es la interdependencia en la producción 
del servicio, especialmente las indivisibilidades, esto es, aunque se 
puede medir el resultado total existe una enorme dificultad para 
especificar qué partes de los resultados finales se deben a qué traba- 
jadores. La enseñanza, y la investigación en especial, necesitan una 
autoridad colegial. De tal manera que la forma en que se liga la autoridad 
jerárquica y la autoridad procedente de los órganos y grupos es algo 
muy importante y explica algunas instituciones híbridas que han 
generado resultados de baja calidad. 

El estado tiene derechos legales sobre la burocracia y sus po- 
siciones. Se puede considerar que las universidades públicas forman 
parte de esta burocracia. Los profesores tienen un derecho de pro- 
piedad sobre su capital humano. Los profesores ceden el derecho de 
uso de este capital a cambio de un salario. Tanto el estado como el 
profesorado producen y suministran los principales insumos de la 
universidad pública y por tanto ambas partes tienen derechos al re- 
sultado del trabajo de equipo. 

El derecho al producto grupal es un bien indivisible que re- 
quiere una particular estructura de distribución, pero el poder de decisión 
asignado a algunas posiciones académicas en el modelo burocrático 
puede introducir variaciones en esa estructura de distribución frac- 
cionando arbitrariamente un producto indivisible y por tanto destru- 
yéndolo. 

Jensen y Meckling (1979) proponen una ecuación general para 
el estudio de las funciones de producción en las organizaciones en 
las que la interacción humana (las relaciones superior-subordinado, 
por ejemplo) resulta crucial para la producción: 
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Q es el producto o servicio de la actividad productiva de una 
organización. L, K y M significan trabajo, servicios de capital e insumos 
materiales respectivamente. T es un vector que representa la tecno- 
logía y el estado del conocimiento relevante a la producción. F es el 
conjunto de todas las funciones de producción que pueden ser gene- 
radas mediante la partición de los sistemas de derechos de propie- 
dad. F, es una función de producción que se corresponde con la 
estructura de derechos de propiedad R, las reglas externas del jue- 
go. Concretando en el caso de la universidad, podemos pensar en 
toda la legislación que le afecta y en la Ley de Reforma Universita- 
ria en concreto, con el tipo de contratos posibles, pero también en 
las reglas informales y el uso real que se hace de estos contratos y 
el grado de aceptación y sanción social de estos usos. C es el con- 
junto de formas organizacionales posibles, por ej. la codeterminación, 
el régimen de franquicia, la sociedad anónima, etc. La universidad 
parece aproximarse, de puertas adentro, al modelo de empresa 
codeterminada si atendemos al significado y a los efectos que ha 
producido la participación de los profesores y sectores laborales en 
los diversos órganos colegiados (C en la ecuación), pero por otro 
lado la universidad parece ser cedida en régimen de franquicia a algunos 
catedráticos y cargos electos (R en la ecuación). La empresa 
codeterminada es una empresa regulada por el Estado. Su caracte- 
rística principal es que nadie puede legalmente constituirse en be- 
neficiario residual y por tanto la valoración que hace el mercado de 
"las consecuencias futuras de las políticas de gestión corrientes es 
menos significativa para los accionistas de la empresa regulada...” 
(Davies £: Brucato, 1987). En efecto, el hecho de que en la empresa 
pública no sea posible trasferir la propiedad implica que no es posi- 
ble expresar el valor actual de los beneficios (o pérdidas) futuras 
que se derivan de las decisiones actuales y por tanto los gestores 
responsables de la toma de decisiones están más aislados de los efectos 
derivados de ellas en el caso de que sean malas. 

North (1990) parece estar pensando en la ecuación de Jensen 
y Meckling cuando argumenta que a los costes totales de produc- 
ción consistentes en los insumos de tierra, trabajo y capital necesa- 
rios para transformar los atributos físicos de un bien o servicio han 
de añadirse los costes del intercambio que se concretan en definir, pro- 
teger y aplicar los derechos de propiedad a esos bienes y servicios. 
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La Ley de Reforma Universitaria (LRU) crea en España una 
constelación interna de posiciones académico-burocráticas cuyas 
vacantes se cubren mediante procesos político-electorales y que li- 
mitan la productividad científica al favorecer el desarrollo de un mercado 
interno de posiciones burocráticas cubiertas mediante procesos po- 
lítico-electorales por profesores con vocación directiva que impiden 
el desarrollo de mercados externos y de los indicadores de ejecu- 
ción que pueden ser una vía de transformación del statu quo. El debate 
intelectual ha venido siendo sustituido por el debate electoral ligado 
al mantenimiento y renovación de los cargos académicos. Se puede 
afirmar que la participación es la ideología profesional de los aca- 
démicos-burócratas. El problema es especialmente grave en las uni- 
versidades de la periferia y en aquellas disciplinas menos sometidas 
al contraste empírico (Radnitzky, 1991, p.15). La que se ha llamado 
en otras latitudes "Gruppenuniversitát", la universidad de departa- 
mentos, y la correspondiente división burocrática del conocimiento 
en "áreas" o jurisdicciones académicas con tendencias a la exclusi- 
vidad, crea simultáneamente puestos para gestores no-profesiona- 
les cubiertos mediante procesos político-electorales, dónde las deci- 
siones se dejan en manos de los delegados de varios grupos de interés 
y "la autodeterminación y responsabilidad individual viene remplazada 
por la participación (Mitbestimmung)" (Ratznisky, 1991, p.19). El 
régimen de participación puede difuminar la responsabilidad por las 
decisiones tomadas. El sistema de decisión difuso que como resul- 
tado de tal participación se crea no garantiza por lo demás la unifor- 
midad en la entrega del servicio educativo que es uno de los fines 
básicos de una universidad pública estatal que pretenda unificar 
mínimamente la población según el proyecto político del estado-nación. 
Las minorías de profesores que no participan en la construcción de 
las mayorías, o que simplemente no son parte de ellas, ven desprotegidos 
sus derechos. A ello contribuye en el caso español la ausencia de 
movilidad interuniversidades del profesorado, hecho que no contri- 
buye especialmente a la mejora de su cualificación o, cuanto me- 
nos, a que se obtenga el máximo valor y reconocimiento de su tra- 
bajo científico y profesional. La forma de propiedad que implica la 
codeterminación en la universidad produce además un desorden de 
las expectativas pues es más difícil saber a qué atenerse en un siste- 
ma de decisión difuso. 
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III. EL JUEGO DE LA POSIBLE REFORMA 


De acuerdo con North podríamos preguntarnos si la legisla- 
ción que afecta a la universidad sirve al intercambio productivo o 
dicho de otra manera cuál es el coste de intentar la cooperación científica 
en la universidad y no la cooperación para la construcción de mayo- 
rías político-electorales. Parece claro que la Ley de Reforma Uni- 
versitaria favorece este último tipo de cooperación y desincentiva la 
cooperación científica. Si utilizamos la teoría de juegos? para repre- 
sentar esta idea podemos dibujar el juego extendido que se repre- 
senta en el gráfico 3. 

El cargo académico tiene mayores incentivos para crear coali- 
ciones que para promover la investigación bajo la actual legislación, 
ya que recibe pagos más importantes de la alianza política que de 
promover la investigación. 

La estructura de derechos de propiedad en la universidad es- 
pañola se sostiene en tres tipos de actores: 


1) El estado central y los gobiernos autónomos que tienen una 
función reguladora y que tutelan los derechos de los ciudadanos, padres 
de alumnos y alumnos. 

2) Los cuerpos de profesores y la comunidad científica que tienen 
un derecho comunal a la investigación en tanto cuerpos colegiados. 

3) Los agentes burocráticos encarnados por los cargos acadé- 
micos. 


Estos son los que ejercen realmente los derechos al capturar 
los recursos necesarios para investigar, de ahí que podamos decir 
que existe un derecho privado al uso del recurso una vez que es capturado 
o al menos al usufructo. Técnicamente cabe considerar al agente 
burocrático como beneficiario residual de la empresa universitaria. 

Los derechos de propiedad son los derechos más o menos ex- 
clusivos y más o menos transferibles sobre los recursos productivos 
(De Alessi 1990) —el fondo común, las investigaciones de dominio 
público, las bases de datos públicas—. Son en principio colectivos 


3 Jose María Colomer (1990) ha mostrado lo fructífero de pensar el cambio social 
aplicando la teoría de juegos. 
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pero los recursos para su uso se asignan mediante la regla de la mayoría. 
De facto el acceso y el uso no están homogéneamente repartidos, 
teniendo un mayor peso relativo las personas que controlan los ór- 
ganos colegiados (Wallis 1989). O en términos de Williamson (1983 
p.360)"...los sistemas de decisión difusos en las universidades pue- 
den y son a menudo manipulados”. Este mecanismo de asignación 
hace que los derechos de los profesores e investigadores, en tanto 
individuos, queden indeterminados. De ahí que se produzcan pérdi- 
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das en el fondo común. El valor de estas disposiciones institucionales 
para los diferentes actores y agentes se puede deducir de los ingre- 
sos tanto directos como indirectos de éstos (Wallis 1989). Cuanto 
más fácilmente los agentes corporativos pueden influir en el flujo 
de ingresos procedente del fondo común sin soportar los costes to- 
tales de su acción (por ejemplo, ausencia de responsabilidad por el 
uso inadecuado de los fondos para investigación y enseñanza, que 
en caso contrario llevaría a la dimisión o cese del director de un 
departamento por la baja calidad de la enseñanza, baja productivi- 
dad de investigación, etc), más bajo es el valor de los bienes de los 
profesores, especialmente de su capital humano. De esta manera el 
agente corporativo puede reclamar para sí aquéllo que logra afectar 
(North 1990). En términos ligeramente diferentes podemos enten- 
der al agente corporativo como autócrata: "Si el horizonte temporal 
del autócrata es más corto que la vida de un bien de capital, ganará 
más expropiando ese bien de capital que protegiendo los derechos 
de propiedad sobre él" (Olson 1991, p.153). El hecho de que los 
profesores tengan que hacer inversiones idiosincráticas para adap- 
tarse a un mercado local aumenta también la posibilidad del oportu- 
nismo ex post por parte del agente burocrático. 

La estructura organizativa basada en la participación y los derechos 
de propiedad parcialmente indeterminados permiten una serie de rentas 
indirectas basadas en la construcción de una red de confianza basa- 
da en el grupo de los iguales (Rowley y Elgin 1988). De esta mane- 
ra los agentes corporativos pueden proteger el mercado interno y 
local de los siguientes mercados externos (Ruegg 1991:54-55): 


——Un mercado de enseñanza dónde los estudiantes compiten 
por estudiar en las mejores universidades y las universida- 
des por que ingresen en ellas los mejores estudiantes. 

——Un mercado de investigación dónde los profesores compi- 
ten por la obtención de fondos para sus investigaciones, y 
las instituciones por investigadores que realicen las investi- 
gaciones que ellas necesitan. 

—Un mercado de reputación institucional dónde las institu- 
ciones compiten por recursos extras poniendo en juego el 
prestigio que les dan las generaciones pasadas y presentes 
de investigadores y profesores, y las empresas y particula- 
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res por asociar su nombre a las universidades más presti- 
glosas. 

—-Un mercado de investigadores y profesionales cualificados 
dónde las universidades compiten por los mejores investi- 
gadores y los investigadores y profesionales por trabajar en 
aquéllas instituciones que les ofrecen mejores condiciones 
para desarrollar sus proyectos y carrera académica y cientí- 
fica. 

—-Un mercado de directivos profesionales. 


1. Las reglas informales de la élite burocrático-académica 


Siguiendo la clasificación de Gardner y Ostrom (1991), y a modo 
de distinciones analíticas exploratorias para el estudio empírico la 
élite burocrático-académica universitaria formada por algunos cate- 
dráticos y cargos electos, a los que llamo agentes corporativos, 
sostendrían las siguientes reglas informales: 


1) Reglas de posición. Existen un máximo de posiciones aca- 
démicas de primer nivel esto es, catedráticos, (no las legalmente posibles, 
por ej. un catedrático cada tres titulares), vienen determinadas por 
el interés del académico-burócrata que actúa en régimen de mono- 
polio de oferta (ofrece posiciones de nivel bajo y medio, acceso a 
recursos para investigar, publicar, etc.). 

Son precisamente este tipo de reglas las que determinan la 
existencia de monopolistas de ámbito local. Esta segmentación es 
sostenida y creada estatalmente. Sus rentas monopolistas las obtie- 
nen mediante los mecanismos que Podolny (1993) describe. La ca- 
lidad de un catedrático no es observable directamente, de ahí que 
los consumidores o clientes se guíen por el estatus de éste, que sirve 
de señal de la calidad de su actividad y producción en tanto inobservable. 
Esto es indudablemente cierto del agente del grupo corporativo en 
tanto que se guarda de mostrar sus productos. El agente corporativo 
puede mantener su estatus como señal y ocultar la calidad real de 
sus actividades y producción en tanto que mantenga relaciones con 
otros agentes corporativos, porque la red a la que pertenece constri- 
ñe el acceso de los consumidores y clientes al agente corporativo 
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aislado, condición necesaria para observar directamente la calidad y 
sus variaciones. Por otro lado las relaciones que los agentes de los 
grupos corporativos mantienen con sus iguales, otros agentes cor- 
porativos son fuente de prestigio, y de intercambio, según la fórmu- 
la de los "juegos anidados" (Tsebelis 1990), o dicho de otra manera 
comerciando en el subsistema externo, por ejemplo el formado por 
los iguales, con los recursos que detrae del subsistema superior-su- 
bordinados. 

Cabe definir por tanto dos tipos de reputación del agente cor- 
porativo según dependa ésta de las relaciones con sus iguales o de 
la calidad de su actividad y producción. 

El estatus actúa de mecanismo para proteger una actividad y 
una producción, eventualmente de mala calidad, de la competencia 
que pueden significar otros sujetos. Al estatus se le supone la cali- 
dad, de ahí que los costes de transacción, publicidad, etc., sean menores 
para el agente burocrático: resulta más costoso a un sujeto de infe- 
rior estatus producir con la misma o mayor calidad. De ahí que esté 
interesado en que la producción de los de inferior estatus no compi- 
ta con su propia producción, restringiendo sistemáticamente el ac- 
ceso a determinados medios dónde este podría mostrar su produc- 
ción. 

2) Reglas de entrada y salida. La entrada está reservada a aquellos 
que exhiben un estilo de vida compatible con el conjunto de normas 
que definen a la oligocracia académico-burocrática. Los aspirantes 
han de ser leales y prestar servicios a la carta a dicha oligocracia. 
Servicios que ayuden a incrementar su poder con independencia de 
su compatibilidad o no con las normas de la comunidad científica. 

3) Reglas de autoridad. La oligocracia académica y profesio- 
nal se autogobierna mediante un código del honor. Es un grupo de 
iguales capaz de generar "justicia" a su interior e injusticia en sus 
relaciones externas. Las relaciones externas, incluidas las relacio- 
nes con los aspirantes a entrar en dicha oligocracia, se gobiernan 
mediante la jerarquía burocrática; el valor máximo es la lealtad. Del 
subordinado se espera fe ciega o más precisamente, desde una teo- 
ría de la acción, transferencia unilateral del control sobre sus accio- 
nes (Coleman 1990). La acción independiente o no coordinada con 
el burócrata está consecuentemente penalizada por éste. La discrección 
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del catedrático burócrata es fundamentalmente extralegal. La discrección 
en el caso de España se acopla con una cultura humanista, esto es, 
centrada en la persona; afiliativa, la prioridad es construir relacio- 
nes interpersonales, ser amigable, compartir sentimientos y pensa- 
mientos; de aprobación, se evita el conflicto; dependiente del dés- 
pota-cacique a cambio de protección, esto es tolerar el bajo rendimiento 
y la incompetencia; de evitación, no se recompensa el éxito pero no 
obstante se castigan los errores con lo cual las personas atribuyen 
las responsabilidades a otros y evitan cualquier posibilidad de ser 
censurados por un error. Se interactúa poco, se espera a que otros 
actúen primero. Se aprovechan poco las oportunidades (Furnham y 
Gunter 1993). 

4) Reglas de agregación. Especialmente importantes son las 
referentes al reclutamiento y promoción de los aspirantes. El aspi- 
rante ha de ser modesto y sumiso, puesto que no tiene posición no 
se espera de él que tenga voz. Ha de saber esperar, no tiene otra 
alternativa. La promoción es un proceso natural que depende de estar 
suficiente tiempo en la institución y de otras condiciones presupuestarias, 
vacantes generadas, etc. El reclutamiento es reacio a los mecanis- 
mos competitivos del mercado que exigen publicidad, criterios de 
selección determinados ex ante, etc. 

5) Reglas de amplitud. La norma de trabajo en el grupo exige 
que no se tomen demasiadas iniciativas. El acabado de calidad en 
los productos, las novedades, se desincentivan, no tanto por el ries- 
go de que sean erróneas sino porque exigen a los más antiguos o a 
los más perezosos hacer un esfuerzo para estar al día. Cualquier persona 
puede obstaculizar el trabajo de otra. La ideología del igualitarismo 
populista crea el riesgo moral de que los peores echen a los mejo- 
res, o dada la ausencia de movilidad el riesgo de que los peores 
descualifiquen a los mejores. 

6) Reglas de información. Las reglas de información internas 
a la oligocracia son aquéllas que se deducen de las reglas informa- 
les del juego entendidas desde el código del honor oligocrático: se 
puede faltar a la palabra dada cuando se trata con inferiores. Son 
reglas útiles para el mantenimiento de la oligocracia. Las reglas de 
información vinculadas con el control burocrático son proactivas, 
se busca activamente toda la información posible por cualquier medio, 
especialmente respecto a la lealtad y futuras jugadas de los aspiran- 
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tes. Se acepta el testimonio de oídas. Después de todo "(m)ientras 
que el proceso de interacciones frecuentes por un sólo actor fuerte 
no ha sido aún simulada, es plausible que tal proceso ayude a esta- 
blecer una norma contra la defección porque el jugador central ten- 
dría un incentivo unilateral más grande para ser vengativo contra 
las defecciones" (Axelrod 1986, p.1104). Irónicamente es el autó- 
crata el que está en la posición del jugador central y tiene en efecto 
un incentivo unilateral más fuerte para evitar las defecciones. El bulo, 
el rumor y la desinformación son parte de su repertorio instrumen- 
tal. 

Mención aparte ha de hacerse de las reglas de información em- 
pleadas para generar el producto de la institución, incluido los pro- 
ductos académicos e intelectuales. Esto nos llevaría a hablar del estilo 
intelectual de los burócratas, prácticas depredatorias con los subor- 
dinados, especialmente explotación de su confianza inicial y de su 
disposición a cooperar mediante trabajos que finalmente no serán 
retribuidos (Padgen, 1988). 

7) Reglas de pagos. Se sanciona el desacuerdo con el burócra- 
ta. Su estilo coactivo de ejercicio del poder sirve al propio interés 
del burócrata no respetando los derechos de los individuos, espe- 
cialmente las reglas referentes al respeto personal, la propiedad 
intelectual, etc. Existe el que podríamos llamar pago de la colusión, 
resultado del expolio que las mayorías manipuladas por el burócrata 
logran hacer de los recursos de las minorías. 

Estas reglas están más cerca del estado de naturaleza hobbesiano 
que de una sociedad ordenada. Obviamente este conjunto de reglas 
se pueden utilizar como criterios para evaluar la efectividad de la 
organización: la cantidad y calidad de los servicios y bienes produ- 
cidos y suministrados a la población objeto (por ej. alumnos); las 
características de los estados internos del sistema; y su posición y 
adaptación al entorno. Una organización donde predominan las lu- 
chas internas entre montescos y capuletos, la tardanza sistemática 
en la ejecución de las tareas, la discontinuidad o incluso ausencia 
de intercambios de ideas, la desconfianza, el énfasis en las diferen- 
cias de status, la mala reputación de sus miembros, la mala imagen 
pública y baja reputación entre otras organizaciones similares, la 
inadecuación a las necesidades de sus clientes y consumidores, está 
en declive y requiere un cambio (Harrison 1994, pp. 40 y 41). 
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2. Cambio social y derechos de propiedad 


En este contexto y dada la preexistencia de las instituciones a 
sus miembros, el análisis de qué constricciones les imponen supone 
pensar el cambio institucional. Libecap (1991) estudia el cambio social 
a partir de la teoría de los derechos de propiedad. Comoquiera que 
ha elaborado su teoría a partir del estudio de fondos de recursos comunes 
(el agua, el petróleo del subsuelo o el oro en un estadio inicial, la 
pesca, los pastos comunales), me parece especialmente adecuado este 
enfoque para el estudio de los fondos de recursos comunes que se 
ponen en juego en la investigación desarrollada en la universidad y 
en otras instituciones. Ostrom también tiene el mismo objeto de estudio 
aunque su punto de vista está más próximo a la teoría de la decisión 
y a la teoría de juegos (Gardner y Ostrom, 1991). Las característi- 
cas de los bienes y servicios que producen y suministran las univer- 
sidades, el hecho de que a veces resulten más o menos intangibles e 
indivisibles, habrá de ser tenido en cuenta para hacer las adaptacio- 
nes oportunas de la teoría de los derechos de propiedad. 

Según Libecap, una mejor definición de los derechos de pro- 
piedad puede ser socialmente beneficiosa dependiendo de la magni- 
tud de las pérdidas del fondo común, de la naturaleza de los costes 
de contratación para resolverlas y de los costes de redefinir y prote- 
ger legalmente los derechos de propiedad. La posibilidad de obte- 
ner una participación en las ganancias que pudieran generarse al reducir 
las pérdidas del fondo común suministra incentivos a los intereses 
en competencia para contratar la asignación y reasignación de dere- 
chos de propiedad. Dado que los derechos de propiedad están polí- 
ticamente determinados, la contratación para redefinir y proteger 
legalmente los derechos de propiedad ocurrirá en la arena política. 

Las presiones para cambiar los derechos de propiedad existentes 
pueden emerger de los siguientes factores: 


1. Cambios en los precios relativos: un incremento en el valor 
de los recursos debido a cambios en los precios relativos conducirá 
a una mayor competición por el control y a presiones políticas para 
una definición más favorable de los derechos de propiedad. 

2. Cambios en la producción y en la tecnología para defender 
legalmente los derechos: la nueva tecnología al bajar los costes de 
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las reclamaciones individuales, etc., suministra ganancias ulteriores 
al especificar los derechos de propiedad reduciendo las pérdidas del 
fondo común. 

3. Cambios en las preferencias y otros parámetros políticos. 


No obstante, aunque redefinir los derechos pueda producir más 
beneficios netos a la sociedad, puede que aquellos que van a perder 
con el cambio sean precisamente los que tienen la autoridad para 
hacerlo. 


3. Elementos para una alternativa 


Es necesario hacer una revolución constitucional para acabar 
con la burocracia docente (Vanberg, 1992; Brennan y Buchanan, 1987). 
El cambio organizacional exige diseñar la estructura normativa de 
la institución y redefinir los derechos de propiedad (Coleman, 1993). 
Es preciso estudiar cómo puede lograrse que la estructura interna de 
la burocracia y la contabilidad (Meyer, 1982) responda a los fines 
constitucionales, por ejemplo, estudiar qué decisiones toman qué 
personas para cumplir o dejar de cumplir los fines constitucionales. 
Un sistema de indicadores de ejecución podría ser una ayuda para el 
cambio organizacional aunque obviamente habrían de ser sensibles 
a todos los márgenes que es preciso controlar si tales indicadores se 
construyen a partir de la teoría de los derechos de propiedad. Para 
que un sistema de indicadores de ejecución pueda ser implantado ha 
de cambiarse primero la gestión profesionalizándola y retirándola 
de la mano de los académicos y agentes burocráticos que carecen de 
especialización para tal tarea. Igualmente hay que crear una serie de 
mercados de ámbito estatal, de profesores, de investigadores, de 
alumnos, de prestigio institucional, de directivos profesionales. El 
cambio de la universidad pública española exige incidir a la vez en 
todos estos factores: la gestión profesional y la creación de estos 
mercados no puede hacerse de forma aislada, aunque obviamente haya 
de planificarse su implantación. 

El modelo de Merton (1968) sobre la estructura normativa de 
la ciencia puede servir a su vez para definir las características de 
una aristocracia del saber que sustituiría a la oligocracia que domina hoy 
en día la universidad, y que surgiría más probablemente creando una 
gestión profesional y los mercados anexos que le son consustanciales. 
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Allí donde existe una aristocracia del saber, la carrera profe- 
sional está asociada a la producción científica; se recluta a aquellos 
que exhiben curiosidad intelectual y afán de aprender, relativo des- 
interés económico, búsqueda de valores universalistas, comunismo 
(por ej. compartir los hallazgos científicos), escepticismo organiza- 
do. La habilitación, en tanto sirva para la construcción de un merca- 
do nacional de profesores, sería uno de sus instrumentos. Las reglas 
de la aristocracia del saber son reglas de mutua confianza, la jerar- 
quía es la jerarquía del saber y del respeto a la valía intelectual. La 
confianza no es suficiente para promocionar y mantener la coope- 
ración para la producción y administración de conjuntos de recursos 
comunes (Yamagishi, 1986) ya que los individuos reducen su co- 
operación elemental en el curso del tiempo cuando no se sanciona o 
se sanciona débilmente a aquellos que defraudan, independientemente 
del nivel de confianza que tengan unos en otros. Cuando los indivi- 
duos tienen como meta cooperar, tal y como especifica la carta cons- 
titucional de las universidades, en su caso, el mayor obstáculo que 
pueden encontrar para ejecutar este objetivo es el temor a ser explo- 
tados lo que sucede cuando su cooperación no resulta correspondi- 
da, es decir, cuando no se da reciprocidad. De ahí que hayan de cooperar 
inicialmente de forma instrumental. La cooperación instrumental es 
la cooperación que persigue construir unas reglas del juego, una 
constitución a la que todos se someten de antemano sin conocer que 
papel desempeñarán en las futuras decisiones guiadas por esta cons- 
titución, en sus decisiones corrientes, operativas. 

Además de comunicarse entre sí para definir las inversiones 
comunes, las partes que intercambian lo han de hacer bajo normas 
que sancionen negativamente las desviaciones de la cooperación pactada, 
cooperación basada en reglas universalistas (Ostrom, Walker y Gardner, 
1992). La sanción no sólo la aplican los beneficiarios de la norma a 
los destinatarios, sino también a los propios beneficiarios que se 
nieguen a sancionar, o compartir el coste de sancionar, a los desti- 
natarios (Coleman, 1990, p.273). Sancionar requiere comunicación, 
más o menos frecuente (Coleman, 1990, p. 285). 

Una aristocracia del saber intenta localizar y promover a los 
mejores; reconoce el poder diferencial de afectar la institución en 
función de los méritos intelectuales y académicos (por ej. se ponde- 
ra positivamente el ser doctor a la hora de influir en planes de estu- 
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dio, asignaturas a impartir, etc.); la información y la crítica está al 
servicio del debate científico. Se dirigen las tesis afines a "la escue- 
la" del director, no todas por una sola persona. La producción cien- 
tífica no requiere tanto controles externos como crear grupos, simi- 
lares por ejemplo a los llamados círculos de calidad, que se 
responsabilicen de sus tareas. El escepticismo organizado es enemi- 
go de los testimonios de oídas y de las personalizaciones que des- 
merecen el trabajo sustantivo de las personas; se recompensa el mérito 
y se sanciona, por los que tienen la autoridad y la reputación del 
saber, las conductas perezosas y enemigas en general de la excelen- 
cia de la institución. 

La institución capitaliza el prestigio de sus profesores produ- 
ciendo signos que ayuden a recordar, a mantener viva la memoria 
de quiénes son las personas que la han dado vida intelectual (por 
ejemplo, las donaciones de libros se hacen dejando un ex libris den- 
tro del libro donado, etc.). Una aristocracia del saber ha de ser razo- 
nable, desinteresada, actuar colegiada y públicamente, inspeccionable 
por órganos representativos de los ciudadanos, y tener un poder 
adquisitivo garantizado frente a la inflación y jubilación digna que 
la mantenga apartada de las tentaciones corruptoras de partes inte- 
resadas. 

Una universidad pública controlada por una élite local cerrada 
que vende productos de baja calidad lleva al colapso a la institu- 
ción, pues la creciente integración del mercado desplazará conjun- 
tamente a la élite local y a las instituciones que tiene cautivas. El 
problema de los grupos profesionales en tanto que instrumentalizan 
instituciones para sus fines privados, el problema del corporativis- 
mo en definitiva, require desde luego que la élite social progresista 
retome las riendas de la Universidad liberándola de su captura por 
la burocracia docente para así formar en una mentalidad abierta a la 
colaboración interdisciplinaria a los diferentes profesionales. La Ley 
ha de ser reformada para profesionalizar los órganos directivos. La 
institución universitaria ha de abrirse a sus beneficiarios, los ciuda- 
danos, creando indicadores de ejecución*, clarificando sus objetivos 


4 Los indicadores de ejecución sirven para que las organizaciones se guien más 
por los resultados que por la autoridad. Se usan para evaluar el sector de la eco- 
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y dando un poder real a órganos como el consejo social. Esto no 
podrá hacerse mientras la legislación mantenga un sistema de deci- 
sión difuso amparado en la participación de los diferentes estamentos 
internos a la institución y los profesores estén cautivos de las uni- 
versidades que convocaron las plazas. 
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